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VISIÓN DEL ESTADO DE ARGENTINA RESPECTO A LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS MAYORES Y LOS CORRESPONDIENTES DEBERES DE LOS ESTADOS
“La importancia de una Convención Interamericana Sobre los Derechos de las  Personas Mayores”
No existe un instrumento jurídicamente vinculante que estandarice y proteja los derechos de las personas mayores. En la doctrina internacional de derechos humanos, «la edad» es un asunto que ha sido tratado bajo la amplia acepción de «cualquier otra condición social»,  haciendo  alusión  por extensión a las diferencias de edad y generacionales, pero cuyo tratamiento no ha sido manifiesto.  El argumento (tal como ocurrió en su momento con los derechos de las personas con discapacidad( es que la naturaleza universal de los instrumentos internacionales debería incluir a los sujetos de edad avanzada.
En la Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948, no se hace explícitamente referencia a las personas de edad aunque todas sus disposiciones se deberían aplicar a todos los miembros de la sociedad, incluyendo al grupo de sesenta años y más. El Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1966) tampoco contiene ninguna referencia explícita a los derechos de las personas de edad, excepto en el  artículo 9 que trata sobre seguridad social. Es por ello que en el año 1995, el Comité del Pacto preparó la Observación General No. 6 que indica: “Los Estados Parte en el Pacto deben prestar atención especial a la promoción y protección de los derechos económicos, sociales y culturales de las personas de edad”. 

Otra cuestión importante en este sentido es determinar si la discriminación por razones de edad está prohibida en los instrumentos internacionales jurídicamente vinculantes. Al respecto, y como afirmó el Comité del Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales en el año 1995, “ni en el Pacto ni en la Declaración Universal de Derechos Humanos se hace explícitamente referencia a la edad como uno de los factores prohibidos.  
En el año 1991, la Federación Internacional de la Vejez y República Dominicana presentaron la «Declaración sobre los derechos y responsabilidades de las personas de edad»,  la cual constituyó la base de los Principios de las Naciones Unidas a favor de las Personas de edad adoptada por resolución de la Asamblea General en 1991. Pese al enorme valor de esta resolución, existen dificultades de poner en práctica sus principios, por ser un instrumento de carácter indicativo y no obligatorio.
La Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer (CEDAW) es el único de los tratados de derechos humanos de las Naciones Unidas que se refiere explícitamente a la discriminación por la edad en el ámbito del empleo, afirmándose que:

"e) El derecho a la seguridad social, en particular en casos de jubilación, desempleo, enfermedad, invalidez, vejez u otra incapacidad para trabajar, así como el derecho a vacaciones pagadas” (Naciones Unidas, 1979, artículo 11, inciso 1).

Pero no contempla el colectivo de los varones por un lado, y todos  los demas derechos por otro.

El 13 de diciembre de 2006 fue adoptada por la Asamblea General de la ONU la Convención In​ternacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. En esta Convención, las referencias expresas al mayor son escasas y aparecen vinculadas a cuestiones relacionadas con la salud y con la protección, precisamente, los ámbitos en los que la discapacidad era motivo de preocupación en el paradigma rehabilitador y sanitarista que esta Con​vención pretende superar.
Pero además, la mayoría de las personas mayores que NO PRESENTAN NINGUNA DISCAPACIDAD, quedan fuera de la protección de esta Convención.
Hay una creciente preocupación sobre la situación de vulnerabilidad en el ejercicio de derechos en que se encuentran las personas mayores en el mundo y, hay cada vez mayor conciencia del valor que tendría un instrumento internacional jurídicamente vinculante que estandarice los derechos de las personas mayores y que establezca los mecanismos y el órgano para hacerlos exigibles, toda vez que se trata de un sector vulnerable de la población mundial que es objeto de prácticas y tratamiento discriminatorio.
Debemos proteger a las personas mayores de la pobreza, la marginación, la discriminación, de la falta de acceso a la salud, los servicios sociales, los estereotipos negativos, el abuso y maltrato, la falta de atención a la dependencia, y la carencia de recursos para favorecer su autonomía.

En un mundo pefecto, bastaría sólo con la Declación Universal de Derechos Humanos, pero la realidad nos demuestra todos los días que las personas mayores carecen de las mismas oportunidades que tiene la población en general. Encuentran múltiples obstáculos físcos y sociales que: 
•
Les impiden recibir educación;

•
Les impiden conseguir empleo, incluso cuando están bien calificados;

•
Les impiden tener acceso a una pensión digna;
•
Les impiden tener acceso a la información y a la informatización;
•
Les impiden obtener el adecuado cuidado médico y sanitario;

•
Les impiden desplazarse; 

•
Les impiden integrarse en la sociedad y ser aceptados. 
El Estado debe garantizar el principio de no discriminación igualando a los desiguales. En este sentido le corresponde el deber de adoptar medidas de acción afirmativa que tengan por objeto la protección especial de los derechos de los grupos en situación de desventaja, como las personas mayores, a fin de garantizar el efectivo goce de sus derechos como cualquier ciudadano.
El abordar el envejecimiento como una cuestión de derechos humanos tiene importantes consecuencias tanto en el diseño e implementa​ción de políticas públicas, como en la adopción de leyes, o en un sentido más general, una gran importancia en las res​puestas sociales.

El envejecimiento debe ser mirado desde una pers​pectiva social y teniendo en cuenta los factores humanos y concretos de la persona, y no factores como la edad, la productividad laboral, o incapa​cidad de la persona. Estamos ante un cambio de paradigma en donde las personas mayores deben ser consideradas sujetos de derecho.
El fin de la convención es promover, proteger y asegurar el goce pleno, y en condiciones de igualdad con todo el resto de los ciudadanos, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales de las Personas Mayores, con un instrumento jurídicamente vinculante. Una convención internacional debe garantizar la igualdad estableciendo obligaciones concretas que impacten de manera directa en el ejercicio de los derechos de las personas mayores.
Derechos de las Personas Mayores y deberes de los Estados

Los Estados tienen el deber de asegurar que las personas de edad son iguales ante la ley y tienen derecho, sin ninguna discriminación, a igual protección e igual beneficio de la ley.
Los Estados deben asegurar a los hombres y a las mujeres de edad igual título a gozar, como todos los demás ciudadanos, de todos los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales. 
Es necesario concientizar a toda la sociedad, inclusive las familias, sobre las condiciones de las personas de edad y fomentar el respeto por su dignidad y su derechos.
Derechos a proteger
1. Derecho a la igualdad y a la no discriminación (necesidad de reafirmación del principio fundamental de igualdad y no discriminación por motivos de edad, ello supone la adopción, por parte del Estado, de medidas de acción afirmativa que implicarían una diferencia de trato respecto de las personas de edad (discriminación positiva) adaptando las normas generales del Estado a sus necesidades particulares.)
2. Accesibilidad (este derecho tiene que ver con las medidas que deberá tomar el Estado a fin de garantizar la autonomía y la participación plena de las personas mayores en todos los aspectos de la vida para asegurarles el acceso, en igualdad de oportunidad con las demás personas, al medio físico, al transporte, a la información y comunicación, inclusive a los sistemas de tecnologías de información y comunicación, así como a otros servicios e instalaciones abiertos al público, tanto en la zona urbana como la rural.
3. Derecho a la vida (se refiere a la adopción por parte del Estado de todas las medidas necesarias para garantizar el goce efectivo de ese derecho por las personas de edad en igualdad de condiciones con las demás.) 

4. Priorizar a las personas mayores cuando sucedan situaciones de riesgo y emergencias humanitarias.
5. Las personas de edad tienen capacidad legal en igualdad de condiciones con las demás personas en todos los aspectos de la vida. 

6. Acceso a la justicia con el debido proceso (se refiere a la posibilidad de acceder a una justicia oportuna, rápida y eficaz que no implique privación de la misma por su lentitud)
7. Libertad y seguridad personal aun cuando se encuentren institucionalizadas en residencias para personas mayores.
8. Prevención contra la tortura y los tratos o penas crueles, inhumanas o degradantes.

9. Prevención contra la explotación, la violencia, el abuso y los malos tratos.
10. Protección de la integridad física y mental de las personas de edad.
11. Libertad de desplazamiento y nacionalidad.

12. Vida independiente e inclusión en la comunidad.
13. Libertad de expresión y de opinión, y acceso a información.
14. Respeto de la privacidad aun cuando  estén institucionalizadas en residencias para personas mayores.
15. Las personas de edad tienen derecho a la  participación en la vida familiar y comunitaria.  
16. Educación a la largo de toda la vida.
17. Atención socio sanitaria según niveles de complejidad. Atención domiciliaria, centro de día, residencia de larga estadía.
18. Trabajo y empleo.

19. Garantía de ingresos, seguridad social y jubilación.
20. Las personas de edad tienen derecho a un nivel de vida adecuado, así como para sus familias, incluyendo la alimentación, agua, vivienda, vestuario,  y atención de salud adecuados, así como el mejoramiento constante de sus condiciones de vida, mediante la provisión  de ingresos, el apoyo de sus familias y de la comunidad y su propia autosuficiencia. 
21. Participación en la  vida  política y pública.
22. Participación en la vida cultural, recreación, ocio y deporte.
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